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JUEZ SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA  
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Ref. Proceso ejecutivo hipotecario de C.G.A. EN LIQUIDACION contra GIL ANTONIO 
MARTINEZ CHARRIS Y OTRA. 

RAD. # 08001310300720130019800 
JUZGADO ORIGEN: 7º CIVIL DEL CIRCUITO. 

 
 

GISELA ANASTACIA GARCIA TORRES, abogada en ejercicio, conocida de autos 

dentro del referido proceso, respetuosamente concurro ante usted para presentar 

recurso de reposición contra el auto notificado el 20 de octubre de 2022, mediante el 

cual fue negada la terminación anticipada del proceso, que se solicitó por no cumplir el 

titulo ejecutivo con el requisito de ejecutabilidad ordenado por la ley para todos los 

créditos de vivienda desembolsados bajo el sistema de financiación en UPAC. 

 

Amparados por la Sentencia C-955 de 2000 emanada de la Corte Constitucional, la 
Ley 546 de 1999, y la abundante jurisprudencia emanadas de las altas cortes en 
relación al tema, se solicitó que mediante el correspondiente CONTROL DE LEGALIDAD, 

se declarara la terminación del proceso, habida cuenta que el crédito demandado 
procedió de un crédito de vivienda desembolsado y garantizado en el año 1995 bajo el 

sistema UPAC, y la entidad acreedora -cedente de la demandante- no cumplió con el 
proceso de REESTRUCTURACION, para demandar, pues el cobro judicial de la 

obligación, sin éste requisito, se torna inejecutable; y si se observa el expediente la 
ejecutante al momento de formular la demanda no aportó prueba alguna de que al 
crédito de vivienda de mis representados (que pretendió ser reestructurado mediante la 

supuesta novación contenida en el pagaré aportado como titulo ejecutivo) se le haya 
efectuado la reestructuración, tal como se establece en la Sentencia SU-813 de 

2007, Corte Constitucional.  
 
Es de conocimiento que al juez natural se le reconoce una independencia y autonomía 

en sus decisiones, pero este es uno de los eventos donde se evidencia y justifica que el 
tema planteado debe tener un análisis diferente, pues con su actual decisión se acredita 

una vía de hecho que vulnera abiertamente a mis poderdantes su derecho a un debido 
proceso. 

 

 

Para sustentar el recurso aquí interpuesto, a continuación expongo: 

 

1.- El auto que resolvió negar la terminación solicitada, se sustenta básicamente en que 

A) el titulo ejecutivo aportado por la demandante, corresponde a un crédito de 

novación, porque si bien existió un crédito hipotecario por valor de $30.000.000, para 

adquisición del inmueble ubicado en la Carrera 49C Nro. 96ª-04 Apto 302 de esta 

ciudad, este proceso nace por incumplimiento a las obligaciones adquiridas por los 

demandados en el crédito de novación por valor de $62.565.958, en el cual se firmó el 

pagaré Nro. 47885001252181.  Y B) que en garantía de dicho crédito de novación se 

puso sobre dicho inmueble una hipoteca abierta a favor de GRANAHORRAR BANCO  

 

 
1 Este numero está incorrecto, pues de la demanda y sus anexos se tiene que el numero del pagaré es 478500125218 
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COMERCIAL S.A. HOY BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA S.A., 

mediante escritura pública Nro. 1678 de 02 de septiembre de 2005 en la Notaría Sexta 

del Círculo Notarial de Barranquilla, registrada en la Oficina de Instrumentos Públicos de 

esta ciudad, razón por la cual no se puede echar de menos la reestructuración del 

crédito por no tratarse de un crédito hipotecario. 

 

2.- En relación con los precitados argumentos es preciso indicarle respetuosamente a su 

señoría, que no corresponden al contexto integral del caso demostrado con los 

documentos que obran en el expediente; incluso lo referente a la afirmación de la 

hipoteca otorgada en el año 2005 no corresponde a la realidad, o sea, no es cierto. A 

continuación, le reitero al despacho la información que prueba nuestros argumentos y 

que consta en el expediente y por lo tanto puede ser verificada: 

 

2.1 En relación con la afirmación transcrita en el literal 1.A que antecede, el despacho 

no tuvo en cuenta que de las pruebas anexadas con la demanda se tiene que el titulo 

valor Pagaré No. 478500125218, efectivamente contiene una obligación en UVR, sin 

embargo en la “CARTA DE INSTRUCCIONES PARA DILIGENCIAR PAGARE”, se observa 

que la 1ª y 5ª de tales, coinciden en referirse al trámite de la reestructuración, 

especificando la 5ª que el espacio del encabezamiento del pagaré identificado con el # 

4 referente al DESTINO DEL PRESTAMO, se diligenciará con la palabra: 

REESTRUCTURACIÓN, pero de la verificación del mismo se observa que el tenedor del 

título anotó en dicho espacio la palabra NOVACION. Lo anterior resulta relevante porque  

de la revisión de los folios de matrícula inmobiliarias 040-198254 y 040-198240 se 

constata que no existe la anotación y registro de la Escritura Pública No. 1678 

de septiembre 02 de 2005 de la Notaría Sexta de Barranquilla, que fue 

manifestada en la demanda, y que erróneamente también expresa la providencia 

objeto del presente recurso, sobre la cual me referiré más adelante. 

En relación con la información documental que existe en el expediente acerca del 

crédito supuestamente novado por la parte demandante, no cabe duda que se trató de 

un crédito para adquisición de vivienda que NUNCA fue pagado, y por tanto  mucho 

menos novado.   

Al respecto del debido proceso que debía surtirse entre acreedor y deudor de un 

préstamo de vivienda otorgado bajo el sistema de financiación UPAC, la ley 546 de 1999 

estableció en sus Art. 39 y 40 respectivamente, que la reliquidación de los créditos y de 

los correspondientes documentos en los que consten las condiciones de los créditos de 

vivienda individual a largo plazo, no constituirá una novación de la obligación. Y 

que en caso de que el crédito haya sido reestructurado //…….//, la reliquidación se 

efectuará teniendo en cuenta la fecha del crédito originalmente pactado. 

2.1.1. PRUEBAS DOCUMENTALES QUE CONSTAN EN EL EXPEDIENTE: Ahora bien, al 

estudiar y analizar la reposición objeto del presente escrito, su señoría podrá comprobar 

la existencia en el expediente de los siguientes documento: el Histórico de pago del 

crédito de vivienda # 478500033403 expedido en abril de 2005 por el acreedor 

GRANAHORRAR, la carta -sin fecha- de ese mismo acreedor  en la que le anexan copia 

del pagaré 478500125218 y le informan al demandado Gil Martínez que el día 27 de 

julio de 2004 “…,fue perfeccionado las reestructuraciones de las obligaciones 

mencionadas en el asunto a través del plan novación….”, fotocopia de la liquidación de 

la Novación en la cual manifiesta expresamente que ese crédito 478500125218 es un 

abono por subrogación al crédito 478500033403, los cuales fueron detallados y 

anexados en el dictamen pericial rendido por el perito Pedro Bujato el 30 de enero de  
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20152, y no fueron rechazados ni tachados por la apoderada del demandante según 

consta en los folios 201 al 204 del expediente,  al objetar dicho dictamen. Todo lo 

contrario, la apoderada de la demandante hizo una detallada exposición de los 

fundamentos legales y jurisprudenciales de la reliquidación de los créditos de vivienda, 

afirmando ambiguamente de su cumplimiento en el caso presente, pero sin aportar 

pruebas de ello y mucho menos de la reestructuración debida. 

 

De tales documentos anexos al dictamen pericial referido, su señoría podrá comprobar 

que los históricos de pago expedidos a los deudores aquí demandados, por la entidad 

Banco Granahorrar, dan cuenta de un saldo en UPAC del crédito a 31-12-1999 

equivalente en pesos a $58.813.212,58, pero que ya al 2000-01-11 en UVR inició por 

$58.950.328,68 y alcanzó saldo de $33.706.602,oo en octubre de 2001 al serle abonado 

retroactivamente al 2000-01-01 el Alivio producto de la reliquidación por valor de 

$13.096.057,00, transacción reportada bajo la convención RC7. (ver anexos del 

presente recurso) 

 

Como puede observarse, el saldo del crédito de vivienda, una vez aplicado el alivio 

ordenado por la ley, es muy inferior al que fue instrumentalizado en el pagaré aportado 

como título ejecutivo, donde la entidad acreedora colocó un valor de crédito por 

$62.565.958 en lugar de los $33.706.602 que debió ser el valor a reesctructurar dentro 

del trámite de la reestructuración que por ley le correspondía al crédito de vivienda de 

los aquí demandados. De tal forma, resulta meridianamente claro verificar que no se 

cumplió con el trámite legal establecido por la Ley 546 de 1999 en sus Art.  39 a 42, 

violentando el derecho de los demandados a una vivienda digna. 

 

Lo anterior, es decir, la calidad de crédito de vivienda de la obligación novada mediante 

el pagaré aportado como titulo valor a la demanda que dio origen al presente proceso,  

fue reconocido tácitamente por la apoderada de la demandante al descorrer el recurso 

de reposición contra el mandamiento de pago presentado por uno de los demandados, 

(folio 113 del expediente), y además añadió ambiguamente que la suscripción de un 

nuevo título valor se hizo para reestructurar las condiciones y plazos inicialmente 

pactados. Sin embargo, no aportó prueba alguna del trámite de la reestructuración 

ordenada por la Ley 546 de 1999 señalada por la demanda en el aparte DERECHO, 

referido a los fundamentos de derecho de sus pretensiones. 

 

Señor Juez, solo para rememorar incluso lo manifestado por la demandante al objetar el 
saldo indicado por el perito Pedro Bujato, la reliquidación consiste en tomar el saldo al 

31 de diciembre de 1999 y aplicarle el alivio resultante de la reliquidación en 
UVR, para luego tomar ese saldo y sobre él hacer la reestructuración de común 
acuerdo con el deudor; pero dado que esta no se efectúo con el corte a la fecha antes 

indicada, el acreedor no podía tomar el saldo al 27 de julio de 2004 para 
reestructurar a través de la novación, debido a que dicho saldo no proviene de una 

reestructuración sino de una refinanciación que son actos jurídicos diferentes y con 
efectos jurídicos diferentes. Obsérvese que en una estratagema abusiva, 

GRANAHORRAR les informó a los demandados que su crédito de vivienda había sido 
reestructurado a través del PLAN NOVACIÓN, lo cual era atentatorio de su derecho 
constitucional y legal. 

 
Por lo antes expuesto es claro que el pagaré objeto del proceso no obedece a las reglas 

de la reestructuración y por ello nos encontramos ante una obligación que no llena los 
requisitos sine qua non de ley y en esa medida, estamos ante un pagaré inexigible, por  

 
2 Item 2.5 del dictamen presentado el 30-01-2015 por el perito Pedro Bujato. 
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lo tanto, la validez del pagaré y de la obligación que contiene deriva su eficacia de la 

debida reestructuración de la obligación que no se dio en este caso. 
 

Sabido es que a este tipo de créditos (del que se deriva el pagaré 478500125218) le son 
aplicable la reliquidación, la redenominación y la reestructuración todo lo anterior 
teniendo como base el saldo que presentaba la obligación a corte 31 de diciembre de 

1999 con la entrada en vigencia de la ley 546 de 1999, pero para el caso en estudio, 
si bien es cierto, que se le aplicó la reliquidación y la redenominación, cierto es también 

que no le fue aplicada la debida reestructuración, tal como se puede observar en el 
movimiento histórico de pago en el cual se aprecia que sí se hizo el cambio de UPAC a 
UVR y se le abonó el alivio en octubre de 2001 con fecha retroactiva al 2000-

01-01. El pagare suscrito por mi mandante de fecha 27 de julio de 2004 por valor de 
$62.565.958,oo corresponde es a una refinanciación de una obligación, más no a una 

reestructuración ya que el saldo de la obligación a corte 31 de diciembre de 1999 era 
de $ 58.813.212,58. Sin aplicar el alivio que para el caso en estudio fue de 

$13.096.0057 según histórico de pagos. 
 
Señor Juez, para la suscrita es importante resaltar que el hecho que mis  mandantes 

haya suscrito un pagare en unidad de valor real UVR no significa que se le haya dado 
cumplimiento a lo ordenado por la Corte Constitucional. Esta apreciación la apoyo 

además, en la abundante jurisprudencia de la Corte Suprema y de la Corte 
Constitucional que a la fecha siguen vigentes. 

 

Si revisamos el expediente podemos avizorar que no aparece en él prueba alguna que 

demuestre que la entidad acreedora, cedente de la demandante realizó el trámite de la 

reestructuración citando al demandado a reestructurar la obligación, procedimiento que 

es de obligatorio cumplimiento, por estar establecido en una norma de orden público. 

Tampoco aportó al expediente documento fidedigno firmado por el deudor que pueda 

determinar que la obligación cobrada fue objeto de reestructuración.  

 

Por lo tanto, la consideración de la parte motiva del auto recurrido, basada en que no se 

puede echar de menos la reestructuración ordenada por la ley 546 de 1999, porque 

simplemente se trata de un proceso que persigue el pago de un crédito de novación 

contenido en un pagaré suscrito en el año 2004, en UVR, no es procedente. 

 

Como consecuencia de lo anteriormente expuesto se hace necesario que el despacho se 

pronuncie revocando su decisión y como consecuencia de ello ordenar la terminación 

del proceso, siendo procedente para esta actuación condenar en costa y perjuicios a la 

demandante, pues las sentencias que establecen las terminaciones de los procesos son 

de público conocimiento, por lo tanto, la demandante, se hace acreedora a las 

sanciones que establece la ley para estos casos.        

 

2.2. En relación con la afirmación de que se trata el literal 1.B que antecede, no 

corresponde a la realidad. En efecto, al detallar el contenido de esa escritura No.1678 

de sept. 02 de 2005 se observa que no corresponde al otorgamiento de la 

hipoteca indicada en la demanda, sino a la expedición de una copia 

sustitutiva de la primera copia de la Escritura #1082 otorgada por los 

demandados el 09 de agosto de 1995 a favor de  GRANAHORRAR BANCO 

COMERCIAL S.A., para garantizar el préstamo con el cual pagaron el saldo del precio de 

los inmuebles objeto de compraventa otorgada mediante el mismo instrumento, los 

cuales corresponden al Apartamento 302 A, y su garaje, ubicados en Barranquilla, en la 

Carrera 49 C N° 96 A-84 Edificio Maria Luisa. 
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Como puede verificarse hasta aquí, las 2 consideraciones en las que se basó la 

providencia recurrida, no se encuentran sustentadas probatoriamente en el expediente y 

por tanto debe reponerse la decisión. 

 

3.- Adicional a los argumentos que antecede, me permito hacer un breve recuento 

probatorio que obra dentro del expediente, respecto de la procedibilidad del debido 

proceso que NO ha sido cumplido en el presente caso, y que viola los derechos de los 

demandados: 

• Obra dentro del expediente el histórico de pago de la obligación hipotecaria No. 

478500033403 desde la fecha de su desembolso, 30 de octubre de 1995 hasta el 

31 de diciembre de 1999, y del 11 de enero de 2000 hasta el 27 de julio de 2004. 

En estos documentos se aprecia con facilidad que entre el saldo del crédito en 

UPAC, redenominado en UVR al 31-12-1999 y la supuesta reestructuración que la 

entidad acreedora pretendió con el pagaré del año 2004 por medio del cual 

instrumentalizó una presunta novación, NO EXISTE inferencia alguna que sugiera 

la aplicación de la reestructuración ordenada por la ley 546 de 1999; porque el 

valor instrumentalizado en el pagaré Nro. 4788500125218 es superior al saldo a 

31-12-1999, de tal manera no se dio aplicación a la orden legal de que debían 

descontarse los intereses de mora que corrieran entre la aplicación del alivio 

resultante de la reliquidación a 31-12-1999 y la fecha de la pretendida 

reestructuración. 

• Asimismo, dentro de los documentos aportados por la parte demandada en su 

defensa, consta en el expediente un documento con membrete de 

GRANAHORRAR, titulado ANEXO 1 LIQUIDACION PRESTAMO INDIVIDUAL, 

fechado el 27-07-2004, por valor desembolso de $62.565.958, el cual indica en 

su parte final TIPO ABONO: ABONO POR SUBROGACION AL CREDITO 

No. 478500033403 estableciendo así el nexo ineludible entre el crédito de 

vivienda desembolsado en 1995 por Banco Granahorrar, y garantizado con 

hipoteca en ese mismo año3, y el pagaré Nro. 4788500125218.  

• Concordante con los anteriores documentos, también obra en el plenario la 

comunicación No. 052332 remitida por GRANAHORRAR el 02 de abril de 2005 al 

demandado GIL MARTINEZ CHARRIS, en la cual manifiesta entre otras 

informaciones, lo siguiente: “Los movimientos antes mencionados reflejan que su 

crédito fue redenominado a Unidades de Valor Real de acuerdo con las 

condiciones de la Ley de Vivienda, …” 

 

Como bien se puede observar en la motivación del auto recurrido, ningún control de 

legalidad se hizo sobre estas pruebas que hacen parte del expediente. 

 

4.- JURISPRUDENCIA PERTINENTE 

Respecto a estas circunstancias que aquí se debaten, la Corte Constitucional en 

Sentencia SU-813 de 2007, indicó: 
 

“… el juez también ordenará a la entidad financiera ejecutante que reestructure el saldo 
de la obligación vigente a 31 de diciembre de 1999, de conformidad con la Ley 546 de 
1999 y la sentencia C-955 de 2000 y sin el cómputo de los intereses que pudieren 
haberse causado desde el 31 de diciembre de 1999”. 
 

Y además de ello estableció que: 
 

 
 

3 Ver anotación # 11 de la matricula inmobiliaria 040-198254, Certificado de tradición del Apto 302 A, Cra. 49C # 

96 A-84 de B/quilla (reverso del folio 211 de la demanda).  
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 “La reestructuración deberá tener en cuenta criterios de favorabilidad y viabilidad del 
crédito, así como la situación económica actual del deudor. En todo caso, deberá 
atender a las preferencias del deudor sobre alguna de las líneas de financiación 
existentes o que se creen... En ningún caso podrá cobrarse intereses causados antes de 
definida la reestructuración del crédito. No será exigible la obligación financiera hasta 
tanto no termine el proceso de reestructuración.”  
 

En relación con el asunto de la reestructuración, como requisito de ejecutabilidad de los 

títulos valores de los créditos de vivienda desembolsados antes del 31-12-1999,  la 

Corte Suprema de Justicia en profusas sentencias en las que se ha pronunciado para 

tutelar el derecho invocado por deudores demandados en similares condiciones a los del 

presente proceso, ha manifestado reiteradamente que “……siendo entonces deber de 

los jueces, incluido el de ejecución, revisar si junto con el título base de recaudo, la 

parte ejecutante ha adosado los soportes pertinentes para acreditar la tan nombrada 

reestructuración de la obligación, pues, como lo ha dicho esta Corte, esos documentos 

«conforman un título ejecutivo complejo y, por ende, la ausencia de alguno de estos no 

permite continuar con la ejecución» (CSJ STC2747-2015, CSJ STC5462- 2020 citado en 

la CSJ STC8568-2020). Más recientemente, en la STC5698-2021 la Corte reiteró: “(...) el 

derecho a la reestructuración es aplicable a los créditos de vivienda adquiridos antes de 

la vigencia de la Ley 546 de 1999, con prescindencia de la existencia de una ejecución 

anterior o de si la obligación estaba al día o en mora; (...) la misma es requisito sine 

qua non para iniciar y proseguir la demanda compulsiva; y (...) ésta es una obligación 

tanto de las entidades financieras como de los cesionarios del respectivo crédito (...).” .   

 

En esa misma sentencia y respecto de casos en los que el acreedor pretende probar la 

reestructuración mediante un nuevo título valor otorgado por el deudor en UVR y con 

posterioridad al 31-12-99, dijo la Corte:  

 
En varias ocasiones la jurisprudencia ha debatido sobre la viabilidad de 

satisfacer el requisito de reestructuración de créditos para la 
adquisición de vivienda denominados en UPAC, a partir de la 
aportación de un nuevo título valor, creado con posterioridad al 31 de 

diciembre de 1999, y expresado en UVR.   
  

La Corte, en reiteradas oportunidades se ha inclinado por considerar 
que ese novedoso documento de contenido crediticio solamente 

mutaba la unidad en la que se expresaban las obligaciones, de UPAC a 
UVR, pero no al propósito de demostrar su reestructuración. Así, en 
STC6491-2017 sostuvo:  

  
«Al haberse efectuado un abono a la obligación que no había sido 

reestructurada, en desmedro de los derechos de la quejosa, el 
juzgador no podía tenerlo como cualquier crédito de consumo, 

pues hacía parte del principal, esto es, el que no había sido 
ajustado a lo dispuesto en el Ley 546 de 1999, debiéndose 
exponer claramente y con la motivación suficiente, por qué, a pesar de 

no ser exigible el crédito inicial, se daba por válida la aplicación de un 
abono a éste, lo que se echa de menos en las determinaciones aquí 

fustigadas.  
  
Además, el hecho de que el pagaré se hubiese firmado en el 

año 2001, es decir, con posterioridad a la expedición de la 
mencionada normatividad, no resulta suficiente para 

descartar la conexidad que tenía con el primero, pues, se 
repite, fue concertado para abonar al saldo que presentaba la  
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obligación inicialmente pactada, al punto que de haberse 
efectuado la restructuración en los términos legales, el Banco 

no hubiese suscrito el nuevo título como un plan de reducción 
de cuota.   

NEGRILLA FUERA DE TEXTO ORIGINAL. 

En fallo más reciente, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, 

mediante providencia STL3314-2022 al decidir la impugnación de un fallo de tutela 

dictado por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia que había 

decidido a favor de la terminación por ausencia de reestructuración en un caso similar, 

resolvió confirmar tal decisión argumentando entre otras consideraciones, las 

siguientes: 

 
Así, por ejemplo, la homóloga Civil, en providencia CSJ STC9367-2019, 
resaltó cada uno de estos aspectos: 

Por tal motivo, esa medida no resulta discrecional para el acreedor, mucho 
menos renunciable por la deudora, en razón de su importancia 

constitucional. De ese modo, el propósito de diferir el saldo según las reales 
posibilidades financieras de la tutelante, vale insistir, de acuerdo con sus 
circunstancias concretas, persigue evitar que las familias sigan perdiendo 

injusta y masivamente sus hogares, de ahí que la reestructuración para esa 
clase de coercitivos, integre el título complejo y su ausencia impida 

adelantar el cobro (CSJ ATC2421, 25 abr. 2016, rad. 2015-02667-01; 
reiterada en CSJ STC5656-2016, rad. 2016-01031-00). 

En el mismo sentido, se ha resaltado que: 
 

...[del] artículo 42 de la Ley 546 de 1999, se extrae el deber 

ineludible para las entidades financieras, de reliquidar y 
reestructurar los créditos de vivienda en UPAC, vigentes al 31 de 

diciembre de 1999... cuya recuperación pretendían ante los 
estrados judiciales, pues, para esa fecha todos ellos quedaron 

con la posibilidad de replantear la forma de pago, de acuerdo con 
las condiciones económicas de los propietarios que estaban en 
peligro de perder su lugar de habitación... 

El incumplimiento de esa carga, en consecuencia, se constituye 
en un obstáculo insalvable para el inicio y el impulso de los 

procesos hipotecarios estrictamente relacionados con créditos de 
vivienda inicialmente concedidos en UPAC, por formar parte de 
un título ejecutivo complejo cuya acreditación se hace 

imprescindible, para obtener la orden de apremio en caso de 
mora de los deudores o si, llevado a cabo ese trabajo, es 

manifiesta la imposibilidad de satisfacción de éstos con sus 
actuales ingresos... 

Si tal falencia no es advertida al momento de librar 
mandamiento de pago, exige un pronunciamiento de los 
falladores a petición de parte o por vía del examen 

oficioso de los instrumentos representativos del crédito 
cobrado, aún en segunda instancia, por tratarse de un 

tópico relacionado con la exigibilidad de las obligaciones 
hipotecarias que llevan inmersos los elevados derechos a la 

vivienda digna e igualdad entre los deudores de ese sistema... 
Por ende, si se desatiende esa labor inquisitiva de revisar la 
suficiencia de los documentos allegados como base de recaudo, 

por mandato excepcional que emana de la normatividad expedida 
para conjurar una crisis social, como excepción al principio  
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dispositivo que rige la alzada, se incurre en una vía de hecho que 
es susceptible de protección... 

Pasar por alto tal proceder, como si la mera culminación de los 
hipotecarios de créditos en UPAC relacionados con unidades 
habitacionales individuales fuera suficiente, sería desconocer los 

efectos protectores de la Ley de Vivienda, diluidos con el 
agotamiento parcial de los ordenamientos del parágrafo tercero 

del artículo 42... 
Tal etapa, esto es, poner fin a un proceso hipotecario sin que 
mediara pago, sólo constituía un paso para normalizar la 

situación de los deudores, que se complementaría, 
indiscutiblemente, con la posibilidad cierta de revisar de consuno 

entre acreedor y deudor como se diferirían los saldos 
pendientes... 

 
Bajo este entendido, al no analizar los juzgadores a ciencia y 
paciencia si en los nuevos cobros de créditos de vivienda, cuyos 

deudores fueron beneficiados con el respiro que les confirió la ley 
mediante el cese de la ejecución, se satisficieron a cabalidad cada 

uno los condicionamientos que habilitaban ese posterior reclamo 
coercitivo de las entidades financieras, se desvirtúa el propósito 

que inspiró dicha regulación... 
 
Esto por cuanto en estos especiales casos, a diferencia de 

cualquier recaudación compulsiva, no se trata de verificar el 
incumplimiento de una obligación en los plazos inicialmente 

pactados, conforme aparece en el título, sino la materialización 
de la imposibilidad para los demandados de solventar un crédito 
con el cual buscaron, antes que incrementar su patrimonio, 

solucionar una necesidad básica de orden superior... 
 

Por esto, es labor irrenunciable del fallador escudriñar si 
quien está en riesgo de perder su vivienda contó con la 

oportunidad de replantear las condiciones de pago, 
mediante la reestructuración del crédito, pues, sólo en caso 
de una dificultad manifiesta en asumir el total de la deuda o ante 

el quebrantamiento de las nuevas estipulaciones convenidas, 
estaría habilitado el camino para pedir la venta forzada del 

inmueble, máxime en aquellos casos en que se cuestiona, directa 
o indirectamente, la suficiencia del título base de 

recaudo... (Resaltado fuera de texto, CSJ STC, 3 jul. 2014, rad. 
2014-01326-00; reiterada el 7 abr. 2015, rad. 2015-00601-00; y 
STC8059, 25 jun. 2015, rad. 2015-00683-01). 

 
Así las cosas, como lo ha concluido la jurisprudencia de la Sala de Casación 

Civil en este tema, cuando se reclama el pago de un crédito otorgado para 
la adquisición de vivienda, bajo el sistema UPAC, la viabilidad del cobro 

depende que se acredite la prenotada reestructuración de la obligación 
desde el momento mismo de conformación del título; pero ni siquiera se 
trata de cualquier actuación del ejecutante, que incluso la asume la persona 

que toma la posición del acreedor, como en el caso del cedente y el 
cesionario, en el sentido de que se debe demostrar que se garantizó al 

deudor la posibilidad de acercarse a la realidad económica para pagar la 
acreencia, con todos sus ajustes, lo cual puede revisar el juzgador de 
manera oficiosa en cualquier etapa del trámite ejecutivo, como control 

activo en el cumplimiento de los requisitos de exigibilidad del título, y en  
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caso de que exista remate del bien, a no ser que haya sido un tercero de 
buena fe quien lo adquiere, es viable retrotraer los efectos; como también 

el hecho de que el único motivo, en caso de existir una verdadera 
reliquidación y reestructuración del crédito, para evitar la terminación del 
proceso, consiste en que se acredite la imposibilidad del deudor para asumir 

ese alivio, lo cual no se abona con el simple hecho de unas cargas 
económicas o medidas cautelares sobre el bien, lo cual debe examinarse en 

forma particular. 
RESALTADO EN NEGRILLA SI HACE PARTE DEL TEXTO ORIGINAL. 
 

SOLICITUD: 
 

Con base en todo lo expuesto, solicito comedidamente a su señoría reponer la 
decisión recurrida, y en su lugar conceder la terminación del proceso por la 

inejecutabilidad del pagaré Nro. 4788500125218, debido a la ausencia de 
reestructuración del crédito de vivienda respecto del cual tuvo su origen. 

 

ANEXOS: 

Se anexan los documentos referenciados en el item 2.1.1., del presente recurso, que 

como se dijo, ya hacen parte del expediente pues fueron aportados por el perito Pedro 

Bujato en su dictamen: 

 

• CARTA remisoria de los movimientos históricos de la obligación hipotecaria 

478500033403 desde el 30-10-1995 

• Folio del Histórico de pago del crédito de vivienda # 478500033403 que registra 

el saldo a 31-12-1999 

• Pagina 1 del histórico de pagos a partir del 2000-01-11 de la obligación # 

478500033403. 

• Carta -sin fecha- de ese mismo acreedor  en la que le anexan copia del pagaré 

478500125218 y le informan al demandado Gil Martínez que el día 27 de julio de 

2004 “…,fue perfeccionado las reestructuraciones de las obligaciones 

mencionadas en el asunto a través del plan novación….”. 

• Liquidación de la Novación en la cual manifiesta expresamente que ese crédito 

478500125218 es un abono por subrogación al crédito 478500033403, 

 

De usted, atentamente, 

 

 
GISELA ANASTACIA GARCIA TORRES 

C.C. No. 32.715.857 de B/quilla  
T.P. No. 67.128 del C.S. de la J. 
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